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SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado ALFONSO VALBUENA CORDERO.


En el juicio que por cobro de prestaciones sociales y otros conceptos laborales intentó el ciudadano HÉCTOR MANUEL TOVAR PARRA, representado judicialmente por los abogados José Sánchez Toledo y Otto Aponte Villegas, contra la sociedad mercantil VENEZOLANA DE CABLES, C.A., representada judicialmente por los abogados Justo César Colina y Franklin Gómez; el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, conociendo en alzada, dictó sentencia en fecha 06 de mayo del año 2002, mediante la cual declaró sin lugar la demanda incoada.


Contra el fallo anterior anunció recurso de casación el abogado José Sánchez Toledo, actuando en su carácter de co-apoderado judicial de la parte actora, el cual, una vez admitido fue oportunamente formalizado. No fue consignado escrito de impugnación.


Remitido el expediente, fue recibido en esta Sala de Casación Social, dándose cuenta del asunto en fecha 29 de enero del año 2004 y designándose ponente al Magistrado Alfonso Valbuena Cordero. 

 

De conformidad con lo preceptuado en el artículo 264 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en concordancia con lo previsto en el artículo 8 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, el 14 de diciembre del año 2004 fue publicada en Gaceta Oficial la designación que hiciera la Asamblea Nacional de los Magistrados Doctores LUIS EDUARDO FRANCESCHI GUTIÉRREZ Y CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA, quienes se incorporaron y tomaron posesión de sus cargos en fecha 17 de enero del año 2005 en este alto Tribunal y pasan a conformar esta Sala de Casación Social.


Concluida la sustanciación con el cumplimiento de las formalidades legales y siendo la oportunidad para decidir, pasa esta Sala de Casación Social a dictar sentencia, bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter la suscribe, previa las siguientes consideraciones:
 

RECURSO DE CASACIÓN 

ÚNICA DENUNCIA 

Con fundamento en el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción por la recurrida de los artículos 12 y 243 eiusdem y del artículo 362 ibidem por errónea interpretación.


El formalizante fundamenta su denuncia así:

“En atención a lo pautado en el ordinal 2° del artículo 313, del Código de Procedimiento Civil, denuncio la infracción de los artículos 12, 243 y 362 del referido Código, por considerar éste (sic) formalizante que el Sentenciador recurrido no se ajustó a las normas establecidas en dichos artículos. En tal sentido analizamos a continuación las circunstancias procesales que nos llevan a cuestionar la sentencia de Alzada y a formalizar el presente recurso.

A manera de introducción debemos anotar lo siguiente. Tanto en el escrito de informes presentado por ante el Juzgado Tercero de Primera Instancia del trabajo (sic) del Estado Carabobo, Tribunal por ante el cual se inició esta causa como en los rendidos por ante el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de esta misma Circunscripción Judicial, Tribunal este que sentencia la causa, solicitamos se decretara la confesión ficta en contra de la demandada, habida cuenta de que...(copiamos):

‘subsanadas como fueron las defensas señaladas, el Tribunal fijó oportunidad para que fuera contestada la demanda, compareciendo en el acto correspondiente el ciudadano LUIS ORTEGA BACA, asistido por el abogado César Colina y procede a contestar la demanda, aduciendo que actúa en su carácter de Vicepresidente de la sociedad mercantil VENEZOLANA DE CABLES, C.A., (VENECABLES, C.A.)’. (Fin de la cita).

Pero es el caso, que aún cuando el ciudadano LUIS ORTEGA BACA, es el Vicepresidente de la mencionada sociedad mercantil, asunto este que nunca hemos negado, desconocido y menos impugnado NO TIENE, NI LE FUE OTORGADO POR LA ASAMBLEA LA AUTORIZACIÓN, (tal como rezan los estatutos de la misma en su cláusula N° 27, reforma de fecha 10-02-1989, inserta en autos) NI TAMPOCO PRESENTO PODER ALGUNO QUE LO FACULTE PARA REPRESENTAR LEGALMENTE LA SOCIEDAD, Y MENOS PARA UN ACTO TAN TRASCENDENTAL EN CUALQUIER JUICIO, COMO LO ES LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. Siendo así, se infiere entonces que NO HUBO CONTESTACIÓN A LA DEMANDA.

Es necesario resaltar que a quien se nombra y se pide su citación en el libelo de demanda como representante legal de la sociedad mercantil Venezolana de Cables, C.A. (Venecables), de acuerdo a lo establecido en los Estatutos Sociales de dicha compañía y que nunca fue modificado tal como se evidencia de los autos, y con facultades para representar judicialmente a la misma, es al ciudadano JUAN ORTEGA BACA PRESIDENTE de la firma mercantil demandada.

Quien se da por citado es el ciudadano JUAN ORTEGA BACA.
Quien se adhiere a las cuestiones previas opuestas por el defensor ad-litem y las amplía es el ciudadano JUAN ORTEGA BACA.
Y posteriormente, quien desconoce e impugna las pruebas del demandante es el ciudadano JUAN ORTEGA BACA, todo ello con facultades expresas para hacerlo, tal como se evidencia de autos.

Pero en el momento de la trabazón de la litis, quien contesta la demanda, sin facultades para hacerlo ni para actuar en juicio, es el ciudadano VICEPRESIDENTE de la sociedad, LUIS ORTEGA BACA, de aquí pues nuestra solicitud para que opere la confesión ficta por lo que es menester establecer que esta contestación hecha por quien no está facultado para ello, no tiene ningún efecto jurídico en el presente juicio.

Se supone que ‘El Juez conoce del Derecho’, y en busca de la verdad, el Juez recurrido debió analizar el expediente y determinar a través de las pruebas promovidas y evacuadas por las partes si se cumplían o no, los otros dos supuestos previstos en el artículo 362 del Código de Procedimiento Civil para que opere la confesión ficta, es decir que aparte de que la accionada no dio contestación a la demanda, la petición del actor no es contraria a derecho y la demandada nada probó que le favorezca.

Aún cuando entendemos perfectamente que no es materia de estudio de este Honorable Tribunal, pensamos que es pertinente señalar, que mientras el Juez ‘a quo’ en su sentencia escudriña, investiga, estudia si se cumplen o no los extremos indicados en el artículo 362 del Código de Procedimiento Civil para que opere la confesión ficta solicitada, y en base a su estudio y análisis dicta su sentencia, el Juez ‘ad quem’, sólo se limita a copiar dos (2) sentencias del máximo Tribunal de la República, que a nuestro entender nada tienen que ver con la solicitud hecha por (sic) demandante de que se operó la confesión ficta, sino que las mismas se refieren a: ‘el poder’, ‘poderes defectuosos’, ‘insuficiencia en el poder’ y la impugnación oportuna que debió haberse hecho (¿) y que al no hacerla se reconoció como valedera la actuación de una persona no facultada ni calificada para dar contestación a la demanda y el Juez de la recurrida con semejante argumentación en su sentencia, da por contestada la demanda, de lo cual se infiere que cualquier persona jurídica puede enviar a su conserje, a su vigilante o a su secretaria por decir lo menos, a contestar una demanda por ante un Tribunal de la República sin que tengan facultades para hacerlo y ‘si la contraparte no lo impugna en la primera oportunidad, (como lo señala el recurrido) la contestación es válida.

De todo esto se evidencia, que el Juez de Alzada, da una errónea interpretación al artículo 362 del Código de Procedimiento Civil, cuando no investiga, no escudriña si se cumplen o no los supuestos allí establecidos, es decir, si el demandado no diere contestación a la demanda, si la petición no es contraria a derecho y si nada probare que le favorezca y evidentemente tales extremos se cumplieron, tal como lo expreso en su sentencia el juez ‘a quo’, así mismo y para mayor abundamiento, el juez recurrido ignora el artículo 1098 del Código de Comercio, que textualmente establece:

‘La citación de una compañía se hará en la persona de cualquiera de sus funcionarios investidos de su representación en juicio (subrayado nuestro (sic) y es lo que deseamos destacar); por lo tanto el recurrido (si aplicamos la analogía) al expresar en su sentencia que el hecho de no haberse impugnado en la primera oportunidad da validez a la contestación, incurre en el error de dar legalidad jurídica a la contestación aún cuando, quien contestó la demanda NO ESTABA INVESTIDO DE SU REPRESENTACIÓN EN JUICIO’

Igualmente referenciamos la sentencia de fecha 02-05-60, que aparece en la pág. 450 (final) y 451 (comienzo) del Libro de Emilio Calvo Baca, ‘Código de Comercio Comentado’, donde señala, (citamos):

‘...En consecuencia, si una compañía anónima es demandada, la persona a quien se señale como representante puede proponer la cuestión de ilegitimidad, SI CARECE DE LA FACULTAD ESTATUTARIA DE REPRESENTAR EN JUICIO, al ente social’ (fin de la cita, el destacado en (sic) nuestro).

Es de lógica interrogarnos...

‘si esto puede hacerlo, a quien se cite erróneamente, cómo es que el Juez Superior de la recurrida, razone que...QUIEN NO ESTE FACULTADO ESTATUTARIAMENTE PARA ACTUAR EN JUICIO, puede contestar una demanda...?’

Finalmente el Código de Comercio, en su artículo 270, establece:

‘La gestión diaria de los negocios de la sociedad, así como la representación de ésta en lo que concierne a esta gestión, puede ser confiada a directores, gerentes u otros agentes, asociados o no, cuyo nombramiento, revocación y atribuciones reglarán los estatutos’ (destacados nuestros). (sic)

El sentenciador del Tribunal Superior, para ‘razonar’ y justificar su decisión, se limita a copiar en la misma, una serie de párrafos de sentencias que mayoritariamente se refieren como ya lo anotamos anteriormente a ‘el poder’, cuando este es insuficiente, cuando es defectuoso, cuando no cumple con las formalidades debidas, entre otras cosas.

(Omissis)

Sobre esta particular interpretación del Juez recurrido, debemos decir lo siguiente. En ninguna parte de la demanda o de los documentos suscritos y presentados en el expediente se ha hablado de falta de poder o de poder insuficiente o defectuoso, ni en base a ello se ha pretendido la confesión ficta de la demandada tal como se evidencia en autos. El Juez a nuestro entender, y aplicando el artículo 12 del Código de Procedimiento Civil, conjuntamente con el 138 ejusdem, además de los que ya hemos señalado del Código de Comercio, ha debido preguntarse, indagar, y determinar sí realmente ‘el demandado dio contestación a la demanda’ y no enclaustrarse en los argumentos de la sentencia anteriormente señalada por él, para tratar de aplicar la analogía y razonar su decisión. Evidentemente esta sentencia copiada por el Juzgador Superior para emitir su juicio nada tiene que ver con el caso de confesión ficta planteado. También es interesante destacar en esta copia que el sentenciador hace, cuando al final de la misma como ya copiamos se lee:

‘Tratándose de una norma sancionatoria no puede interpretarse de manera extensiva, ni aplicar por analogía a casos distintos del expresamente contemplado: La comparecencia con un poder defectuoso’. (fin de la cita).

Sin embargo el juez superior en la sentencia, señala su opinión a seguidas de la siguiente manera, copiamos:

‘En razón de lo antes expuesto, mal podía el Juez ‘a quo’ tener como no compareciente al representante de la accionada, o sea, al ciudadano LUIS ORTEGA BACA, Vice-Presidente, por el hecho de no haber acreditado su representatividad, y si a ello se auna que también incurrió en la omisión de no haberle dado aplicación analógica (¿) a las disposiciones procedimentales que regulan los casos en que se impugna ‘la ilegitimidad de la persona...’ (fin de la cita).

Aquí cabría anotar dos cosas importantes.

A) La recurrida está señalando que el Juez de 1° Instancia decidió como lo hizo por el hecho de que el ciudadano LUIS ORTEGA BACA, no acreditó su representatividad, lo cual nunca se planteó, nunca se dijo que no había presentado un poder, o que este fuese insuficiente o defectuoso, o que no fuese el Vice-Presidente de la demandada, se dijo y se adujo que NO ESTABA FACULTADO NI AUTORIZADO PARA REPRESENTAR A LA DEMANDADA EN JUICIO, y que por lo tanto, al haber contestado la demanda en su carácter de Vice-Presidente se operaba la confesión ficta, porque de hecho y de derecho NO HUBO CONTESTACIÓN, que es una cosa muy diferente a lo que señala el juez superior.

B) Igualmente anota, la omisión del Juez ‘a quo’ de haber, (copiamos): ‘incurrido en la omisión de no haberle dado aplicación analógica a las disposiciones procedimentales que regulan...’ (fin de la cita). Creemos que evidentemente existe una contradicción entre la sentencia que referencia el juez de Alzada para apoyar su decisión y lo que señala el mismo juez superior en su propia sentencia en cuanto a la analogía en esta norma sancionatoria.

(Omissis)

Posteriormente y a continuación de lo anterior (Folio 5 Vto. Línea 16 y ss), cuando dice el Juez Superior: ‘en segundo lugar:, (al final de este párrafo señala), (copiamos) ‘...es decir no impugnaron la falta de representación en la primera oportunidad’; y pasa a copiar nuevamente, primero el artículo 213 del Código de Procedimiento Civil y después señala:

‘En este orden de ideas la Sala constitucional (sic) del Tribunal Supremo de Justicia en sentencia dictada el 01-06-2001 asentó:

(Omissis)

Luego se limita a copiar otra sentencia y señala: (copiamos) ‘A su vez la Sala Política (sic) Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia en sentencia 15 de mayo de 2001 asentó:

(Omissis)

Tal como se evidencia, el Juzgador de la recurrida solo ha querido imponer (y así lo ha hecho), los defectos del poder (que no existe) y los de la impugnación (que se tiene como no hecha por extemporánea) como elementos que han debido oponerse, en el momento de oponer las cuestiones previas o ‘en la primera oportunidad’ para con tal argumento desechar la solicitud de la confesión ficta reclamada por la demandante: inclusive tratando de hacer extensiva su interpretación y aplicar la analogía, donde evidentemente no tienen cabida ninguna de las dos premisas.

De lo anotado y extraído del texto de la sentencia del Juzgador Superior, se deduce que su ‘razonamiento’ y su ‘argumentación’ están circunscritos solamente a las sentencias que él ha copiado y presentado en la misma y que en nada se relacionan con la confesión ficta pretendida.

Así pues, repetimos, el Juez Superior en su sentencia sin más razonamiento jurídico que el que emana de las copias mostradas, (porque él mismo no aporta ninguna, y solo señala: ‘porque no se impugno en la primera oportunidad’) decide sin motivación ni fundamento legal alguno que le avale, que la representación del ciudadano LUIS ORTEGA BACA, es válida y da por contestada la demanda. Revocando la parte dispositiva del fallo objeto de la apelación.

Al actuar de esta manera, el Juez de la recurrida infringió por falta de aplicación el artículo 243 del Código de Procedimiento civil (sic), al no decidir en forma expresa, positiva y precisa, con arreglo a los pedimentos de la parte actora y a las excepciones o defensas opuestas, trayendo fundamentos diferentes para poyarse en su sentencia.

Ciudadanos Magistrados, se evidencia que esta revocatoria se fundamentó única y exclusivamente en una serie de sentencias cuyo fundamento principal son los defectos por ‘insuficiencia del poder’, por ‘poder defectuoso’, con ‘poder que no llene los requisitos legales’; y no en la falta de contestación de la demanda por no haber asistido a ella la persona investida de titularidad y facultades para actuar en juicio a nombre de la sociedad mercantil, en este caso la demandada. Que lo es Venezolana de cables (sic) C.A. (Venecables, C.A.)

Se desprende entonces de todo lo expuesto ‘ut-supra’ que existe una infracción por defecto de actividad cuando el Juez de la recurrida se limita a decir que ‘no impugnaron la falta de representación en la primera oportunidad’ cuando realmente debió constatar y actuar como dice la norma y como razonablemente lo establece el Dr. Adan Febres Cordero, Magistrado ponente en sentencia de la Sala de Casación Civil de fecha 03-04-86 referido a una confesión ficta.”


Para decidir se observa:


Incurre el formalizante en una mezcla de denuncias, puesto que delata la infracción de los artículos 243 y 362 del Código de Procedimiento Civil, con una sola fundamentación, normas éstas cuya violación acarrea distintos vicios en el fallo, defectos de forma, la primera de las normas indicadas, y errores de juzgamiento, la segunda de las mencionadas.  


No obstante las deficiencias técnicas que se observan en la formalización del recurso de casación, puede evidenciarse que la denuncia formulada está centrada en la infracción por errónea interpretación del artículo 362 del Código de Procedimiento Civil, y es en cuanto a este aspecto de la delación que la Sala procederá a pronunciarse, desechándose lo referente al artículo 243 eiusdem, ya que dicha norma contiene varios supuestos contenidos en sus seis ordinales y de lo expuesto en la denuncia no se puede constatar cuál de esos supuestos se pretende delatar.


En relación a la infracción del artículo 362 del Código de Procedimiento Civil, el formalizante alega que la demanda fue contestada por el ciudadano Luis Ortega Baca, en su carácter de vicepresidente de la empresa demandada, asistido por el abogado César Colina, quién no estaba autorizado para ello por los estatutos de la compañía, ni por las asambleas que se realizaron con posterioridad a la constitución de la misma, así como tampoco presentó poder alguno en el que se le otorgara tal facultad, por lo que el juzgador superior debió considerar como no contestada la demanda. Sin embargo, el sentenciador superior se limitó a transcribir segmentos de fallos referentes al poder defectuoso o insuficiente -que nada tienen que ver con el presente caso-, infringiendo la mencionada norma al concluir que sí fue contestada la demanda.



Para verificar lo aseverado por el formalizante, la Sala extrae de la recurrida lo siguiente:

“Esta Alzada no comparte el criterio del Juez ‘a quo’ por las razones que a continuación se indican:

‘En primer lugar, el artículo 362, del Código de Procedimiento Civil, a diferencia de lo que establecía el artículo 276, del Código de Procedimiento Civil, de 1916, no contempla las hipótesis que éste último dispositivo legal establecía, cuales eran el de que la persona que se presentare como representante del demandado lo hiciere con poder insuficiente o sin las formalidades debidas, o sin tener la representación legítima, por lo que en el precitado artículo 362, solo quedó la hipótesis de la falta de comparecencia del demandado, lo cual obliga a que el juzgador se limite a aplicar lo establecido en dicha disposición legal sin que puede extenderlo por analogía.

(Omissis)

En razón de lo antes expuesto, mal podía el Juez ‘a quo’ tener como no compareciente al representante de la accionada, o sea, al ciudadano LUIS ORTEGA BACA, Vice-Presidente, por el hecho de no haber acreditado su representatividad, y si a ello se auna que también incurrió en la omisión de no haberle dado aplicación analógica a las disposiciones procedimentales que regulan los casos en que se impugna ‘la ilegitimidad de la persona que se presente como apoderado del actor por no tener capacidad necesaria para ejercer poderes en juicios, o por no tener la representación que se le atribuya’, o por que el poder no este otorgado en forma legal o sea insuficiente ...’ (ordinal 3°, del artículo 346 del Código de Procedimiento Civil).

(Omissis)

En segundo lugar, las actuaciones que corren insertas en el presente expediente se observa que el ciudadano LUIS ORTEGA BACA, diciéndose VICE-PRESIDENTE de la accionada contestó la demanda el 13 de agosto de 1999, y después de ello, el 21 de septiembre de 1999, los apoderados actores presentaron un escrito de promoción de pruebas, y es el 29 de noviembre de 1999, cuando alegan la falta de representación de LUIS ORTEGA BACA, es decir, que no impugnaron la falta de representación en la primera oportunidad.

En este sentido el Código de Procedimiento Civil, establece en su artículo 213, lo siguiente:

(Omissis)

Pues bien, de lo expuesto se desprende que los apoderados actores no impugnaron en la primera oportunidad la falta de representación del ciudadano LUIS ORTEGA BACA, como Vice-Presidente de la accionada, razón por la cual consintieron en su representatividad, a tenor de lo establecido en el artículo 213, del Código de Procedimiento Civil, y así se declara.

Es por ello, y de acuerdo con los razonamientos anteriores, esta Alzada revoca la parte dispositiva del fallo objeto de la presente apelación, y en consecuencia, tiene como contestada la presente demanda, con el escrito presentado por el ciudadano LUIS ORTEGA BACA, como Vice-Presidente de la accionada y así se declara.” 


De lo transcrito supra, se evidencia que, tal como lo alega el formalizante, la recurrida consideró que había sido contestada la demanda a pesar de que el ciudadano Luis Ortega Baca no acreditó la representación de la empresa con base en la cual presentó tal escrito.


A los fines de la resolución de la presente denuncia, considera la Sala necesario hacer un recuento de las siguientes actuaciones procesales:


Se inició el presente juicio mediante demanda intentada por el ciudadano Héctor Manuel Tovar Parra contra la empresa Venezolana de Cables, C.A., ante el Tribunal Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, en fecha 02 de febrero de 1999.


Admitida la demanda en fecha 04 de febrero de 1999, se ordenó el emplazamiento de la demandada para su contestación. Por cuanto no se pudo practicar la citación personal de la accionada, a petición de parte interesada, se ordenó la fijación de los carteles a que hace referencia el artículo 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo.


Vencido el término para que la demandada compareciera a darse por citada sin que la misma lo hiciere, el Tribunal designó como defensor de oficio al abogado Víctor Ortiz Pérez, quién una vez notificado, aceptó el cargo y prestó el juramento de ley.


En la oportunidad de la contestación de la demanda el defensor ad-litem opuso cuestiones previas. En la misma fecha compareció el ciudadano Juan Ortega Baca, actuando en su carácter de Presidente de la compañía demandada y debidamente asistido por los abogados Franklin Gómez Núñez y César Colina, adhiriéndose a las cuestiones previas opuestas por el defensor de oficio y consignando escrito ampliando lo alegado por éste.


En fecha 07 de junio de 1999, el Tribunal de la causa dictó auto mediante el cual acordó el cese de las funciones del defensor ad-litem y advirtió que las cuestiones previas serían tramitadas de conformidad con lo establecido en el artículo 350 del Código de Procedimiento Civil.


En fecha 26 de julio de 1999, el tribunal de la causa declaró parcialmente con lugar la cuestión previa contenida en el ordinal 6° del artículo 346 del Código de Procedimiento Civil y sin lugar la contenida en el numeral 11° de la referida disposición legal.


La parte actora subsanó los defectos dentro del lapso correspondiente.


En fecha 06 de agosto de 1999, el Tribunal de la causa dictó auto mediante el cual declaró debidamente subsanada la cuestión previa que había sido declarada con lugar y señaló a la demandada que debía contestar la demanda dentro de los cinco días de despacho siguientes.


En fecha 13 de agosto de 1999, dentro del lapso fijado por el tribunal de la causa, el ciudadano Luis Ortega Baca, atribuyéndose el carácter de Vicepresidente de la compañía demandada, asistido por el abogado César Colina, consignó escrito de contestación a la demanda.


Por otra parte, de los documentos pertinentes que constan en el expediente se puede establecer que:


La sociedad mercantil Venezolana de Cables C.A. (Venecables) fue inscrita por ante el Registro Mercantil Segundo de esta Circunscripción Judicial en fecha 31 de octubre de 1985.


El manejo, dirección y administración de la compañía estaba a cargo de la Junta Directiva integrada por seis miembros, según lo dispone el artículo 6 de los Estatutos Sociales.


Entre las atribuciones que le otorga a los miembros principales de la Junta Directiva el artículo 9 de los Estatutos Sociales está la representación de la compañía ante terceros, ante toda clase de autoridades políticas, administrativas y ante los organismos del Poder Público Nacional, así como nombrar apoderados generales o especiales. 


Fueron designados los ciudadanos Juan Ortega Baca, Presidente de la Compañía; Luis Ortega Baca, Vicepresidente; Cosme Liccardo Galli, Director Gerente; Néstor Vivas Mago, Director Administrativo; Germán Álvarez Cedeño, Director de Comercialización; y José María Figueras, Director Técnico.


En la reforma total de los Estatutos, inscrita por ante el Registro Mercantil Segundo de esta Circunscripción Judicial, en fecha 10 de febrero de 1989, se estableció:


Que la administración y dirección de la compañía estaría a cargo de una Junta Directiva integrada por tres miembros principales y tres suplentes.


Que el Presidente de la Compañía ejercería la representación legal de la misma.


Que la personería de la compañía en lo judicial la ostentaría un Representante Judicial, especialmente nombrado por la Junta Directiva.


Que se designaron Presidente: Juan Ortega Baca; Suplente: Luis Ortega Baca; Vicepresidente: Luis Ortega Baca; Suplente: Juan Ortega Baca; Gerente: Néstor Vivas Mago; Suplente: José María Figueras; Director: José María Figueras; Suplente: Néstor Vivas Mago; Apoderado Judicial: abogada Astrid Espitia Guzmán de Lugo.


En la reforma estatutaria, inscrita por ante el Registro Mercantil Segundo de esta Circunscripción Judicial, en fecha 12 de junio de 1991, se reformaron las cláusulas vigésima y vigésima tercera del documento constitutivo-estatutario, de la siguiente forma:


Se estableció que la dirección y administración de la compañía estaría a cargo de una Junta Directiva, integrada por un Presidente, un Vicepresidente y un Gerente, quienes conjuntamente tienen amplias facultades de administración y disposición.


Se ratificaron en sus cargos a Juan Ortega Baca, como Presidente; Luis Ortega Baca, como Vicepresidente y José María Figueras como Gerente.


En la reforma estatutaria de fecha 29 de julio de 1994, inscrita por ante el Registro Mercantil Segundo de esta Circunscripción Judicial, se reformaron las cláusulas Quinta y la Primera Disposición Transitoria, referida la Quinta al capital social de la compañía y la Primera Disposición Transitoria a la integración de la Junta Directiva, la cual quedó constituida de la siguiente manera: Juan Ortega Baca, como Presidente; Luis Ortega Baca, como Vicepresidente y Rosa Ortega Rodríguez como Gerente.


Revisadas las disposiciones referidas de los Estatutos Sociales de la Compañía demandada y sus sucesivas reformas, sólo puede concluirse que la administración y dirección de la compañía la ostenta la Junta Directiva, la cual está conformada por un Presidente, Juan Ortega Baca, un Vicepresidente, Luis Ortega Baca y un Gerente, Rosa Ortega Rodríguez.


En cuanto a quienes pueden representar al patrono, el artículo 50 de la Ley Orgánica del Trabajo, establece:

“Artículo 50. A los efectos de esta Ley, se considera representante del patrono toda persona que en nombre y por cuenta de éste ejerza funciones jerárquicas de dirección o administración.”


Conforme a lo dispuesto en el citado precepto legal, el ciudadano Luis Ortega Baca, en su carácter de Vicepresidente de la empresa demandada, al tener la facultad de ejercer funciones de dirección y administración de la misma, las cuales le fueron otorgadas estatutariamente, debe ser considerado, a los efectos de la Ley Orgánica del Trabajo representante del patrono, y, por tanto con facultad para contestar la demanda en su nombre.


En este sentido, el Juzgado Superior actuó ajustado a derecho al considerar que el escrito de contestación a la demanda consignado por el ciudadano Luis Ortega Baca fue presentado tempestivamente y cumplió con el fin perseguido, por lo que interpretó acertadamente el artículo 362 del Código de Procedimiento Civil, al no declarar la confesión ficta, por cuanto no se configuró en el caso bajo estudio el supuesto de hecho allí contenido.


Como consecuencia de los motivos expuestos, debe declararse la improcedencia de la presente denuncia, así se resuelve.

DECISIÓN


Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara: SIN LUGAR el recurso de casación anunciado y formalizado por la parte actora contra el fallo dictado por el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, en fecha 06 de mayo del año 2002. 


Se condena en costas a la parte recurrente, de conformidad con lo establecido en los artículos 274 y 320 del Código de Procedimiento Civil.

Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Juzgado de la causa, es decir la Coordinación del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo con sede en Valencia, a los fines legales consiguientes.

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia en Caracas a los  catorce (14 ) días del mes de abril de dos mil cinco.  Años 194° de la Independencia y 146° de la Federación.

El Presidente de la Sala,

____________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ










El-

Vicepresidente,





Magistrado,

_______________________________

________________________

LUIS E. FRANCESCHI GUTIÉRREZ

JUAN RAFAEL PERDOMO

Magistrado Ponente,





Magistrada,

_______________________________
________________________________

ALFONSO VALBUENA CORDERO        CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA

El Secretario,

_____________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA
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Nota: Publicada en su fecha a las







El Secretario

